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RECURSO DE REVISIÓN 

 

EXPEDIENTE: 976/2023. 

SUJETO OBLIGADO: FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO. 

COMISIONADO PONENTE: DOCTOR EN DERECHO, CARLOS FERNANDO PAVÓN DURÁN. 

 

ANTECEDENTES: 

• Fecha de solicitud de acceso: El día veintiséis de octubre de dos mil veintitrés, marcada con el 

número de folio 310568623000629, a través de la cual se requirió lo siguiente: “Solicito en formato 

digital todas las denuncias que se encuentren en contra de … y … También solicito los números 

de expediente de esas denuncias en caso de que existan (no requiero el expediente completo 

para no afectar el debido proceso) mi intención es solo conocer si existen o no Periodo solicitado 

2010-2023.”. 

• Fecha en que se notificó el acto reclamado: El treinta de octubre de dos mil veintitrés. 

• Acto reclamado: La falta de trámite.  

• Fecha de interposición del recurso: El día tres de noviembre de dos mil veintitrés. 

 

CONSIDERANDOS: 

Normatividad Consultada: 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán. 

Código de la Administración Pública de Yucatán. 

Reglamento del Código de la Administración Pública de Yucatán. 

Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán 

Reglamento de la Ley de la Fiscalía General del Estado de Yucatán. 

 

Conducta: En fecha treinta de octubre de dos mil veintitrés, el Sujeto Obligado, hizo del conocimiento 

del ciudadano la resolución recaida de la solicitud de acceso que nos ocupa; por lo que, inconforme con 

esta, el día tres de noviembre del referido año, el recurrente interpuso el presente medio de 

impugnación, resultando procedente en términos de la fracción X del artículo 143 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Púbica. 

 

 Admitido el presente medio de impugnación, se corrió traslado al Sujeto Obligado, para que dentro 

del término de siete días hábiles siguientes al de la notificación del referido acuerdo, manifestara lo que a 

su derecho conviniera, según dispone el artículo 150 fracciones II y III de la Ley General de la Materia; 

siendo el caso, que dentro del término legal otorgado para tales efectos, el Sujeto Obligado a través de la 

Unidad de Transparencia responsable rindió alegatos, advirtiéndose la existencia del acto reclamado, así 

como su intención de reiterar su conducta inicial. 
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Del análisis efectuado a las constancias que obran en autos del presente expediente, así como las 

que fueran hechas del conocimiento del particular por la Plataforma Nacional de Transparencia, se 

desprende que el Sujeto Obligado, por resolución de fecha veintiséis de octubre de dos mil 

veintitrés, determinó lo siguiente: 

 

“… 

CONSIDERANDOS 

… 

SEGUNDO. Es importante señalar que la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en su 

artículo 3, fracción VII, define como documento los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, 

correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, 

memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y 

competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes. Los documentos podrán estar en 

cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual electrónico, informático u holográfico.  

 

De igual manera, la fracción III del artículo 124 de la misma Ley, establece que dentro de los requisitos que 

deberán contener las solicitudes de acceso a la información, se encuentra la descripción de la información 

solicitada, sin embargo, en el caso que nos ocupa, el particular requiere saber las denuncias que se 

encuentren en contra de … y … y los números de expediente de esas denuncias en caso de que existan, 

del periodo de 2010 al año 2023, aclarando también que no requiere el expediente completo para no afectar 

el debido proceso, situación que desde luego no se encuentra regulada en los preceptos que anteceden; por lo 

tanto, es evidente que no se cumplen los supuestos que enmarca la Ley, y por ende, no se le dará el trámite 

respectivo. 

 

Es importante mencionar que en el caso de que un ciudadano sea parte en una carpeta de investigación, será 

debidamente notificado por la autoridad investigadora, para que comparezca ante el ministerio público; lo anterior 

es así, toda vez que existe un procedimiento establecido por las normas jurídicas a las que se sujeta la institución 

del  Ministerio Público por medio del cual la parte actora o la parte denunciada pueden acceder a la carpetas de 

investigación, una vez que se les haya reconocido tal calidad dentro del expediente, razón por la cual no se violenta 

su derecho de acceso a la información, esto de conformidad con los artículos 109 fracción XXII, 215, 218, 219 y 

224 del Código Nacional de Procedimientos Penales, donde se establecen los supuestos antes mencionados. 

 

Con base a lo anteriormente expuesto y fundado, la Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado: 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. Se desecha la presente solicitud de acceso a la información marcada con el folio 310568623000629, de 

conformidad con lo establecido en el considerando segundo de esta resolución.  

 

SEGUNDO. Infórmesele al solicitante que la presente resolución puede ser impugnada a través del Recurso de 

Revisión en los plazos establecidos en las disposiciones legales aplicables. 

...” 

  

Con posterioridad, la Titular de la Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado, 

mediante el oficio de fecha veintisiete de noviembre de dos mil veintitrés, remitido a través del 

Sistema de Comunicación entre Órganos Garantes y Sujetos Obligados (SICOM), rindió alegatos, 

manifestando lo siguiente: 

 

“… 

El particular, se inconforma con la resolución de la Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado, 

derivada de su solicitud de información marcada con el número 310568623000629, por lo que me permito rendir el 

informe justificado punto por punto al acto que se recurre.  

… 

TERCERO.- Que esta Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado, aclara que en base a las 

manifestaciones vertidas por el ciudadano, NO ES CIERTO EL ACTO RECLAMADO. 

 

 Se dice lo anterior en razón de que al ciudadano no se le negó la información que solicitó, como manifiesta en sus 

agravios, no obstante, dicha solicitud fue DESECHADA  de conformidad con lo previsto en el la fracción III del 

artículo 124 de la misma Ley General de Transparencia y Acceso a la Información, que establece que dentro de los 
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requisitos que deberán contener las solicitudes de acceso a la información, se encuentra la descripción de la 

información solicitada, sin embargo, en el caso que nos ocupa, el particular no solicitó el acceso a documentos en 

posesión del sujeto obligado, sino simplemente realizó una consulta respecto a alguna denuncia o carpeta de 

investigación iniciada en su contra, por lo tanto, es evidente que no se cumplieron los supuestos que enmarca la 

Ley, y por ende, no se le dio el trámite respectivo. 

 

Cabe señalar que los artículos 215, 218, 219 y 224 del Código Nacional de Procedimientos Penales, establecen los 

supuestos en los cuales el imputado y su defensor podrán tener acceso a los registros de la investigación, siendo 

éstos cuando: se encuentre detenido, sea citado para comparecer como imputado o sea sujeto de un acto de 

molestia y se pretenda recibir su entrevista, por lo que a partir de ese momento ya no podrán mantenerse en 

reserva los registros de la investigación para el imputado o su defensor, a fin de respetar su derecho de defensa. 

 

De la Interpretación anterior, se concluye que en el caso de que cualquier ciudadano tuviera alguna denuncia o 

carpeta de investigación iniciada en su contra, será debidamente notificado en su momento por las agencias 

investigadoras de la Fiscalía General del Estado, quienes actuarán de conformidad con los preceptos normativos 

contenidos en el Código Nacional de Procedimientos Penales y la Ley de la Fiscalía General del Estado, haciendo 

de su conocimiento al ciudadano de cualquier investigación iniciada en la que forme parte, y una vez efectuada 

podrá comparecer y hacer valer su derecho de defensa, situación que reviste un procedimiento alterno establecido 

en materia penal y que no es materia de acceso a la información. 

…”. 

 

 Al respecto, conviene señalar que las unidades de transparencia de los sujetos obligados, son las 

encargadas de dar trámite a las solicitudes de acceso presentadas por los particulares, 

atendiendo a los requisitos establecidos en el artículo 124 de la Ley General de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública, y de conformidad a lo previsto en el ordinal 128 de la Ley en cita, que concede 

a dichas unidades la atribución de requerirle a los solicitantes de información pública, en los casos que 

proporcionen datos que resulten insuficientes, incompletos o erróneos, para localizar los documentos 

peticionados, por una sola vez y dentro de un plazo que no exceda de cinco días, para que en un término 

de diez días corrijan los datos proporcionados, o bien, precisen uno o varios contenidos de información; 

siendo que, en caso de no dar contestación al requerimiento en el término señalado, se tendrá por no 

presentada la solicitud. 

 

Ahora, si bien la propia norma obliga a los sujeto obligados a entregar toda información pública 

generada, obtenida, adquirida, transformada o posesión, lo cierto es, que la Ley prevé excepciones en 

las cuales se podrá negar la información solicitada, previa demostración que encuadra en alguna de las 

hipótesis establecidas en la norma, esto es, por tratarse de información confidencial o reservada, por no 

referirse alguna de sus facultades, competencias o funciones, o bien, que al referirse a alguna de sus 

facultades, competencias o funciones, estas no hayan sido ejercidas por la autoridad, debiendo motivar 

la causal por las cuales no las ejerció; por lo que, en los casos que los Sujetos Obligados procedan a 

determinar su notoria incompetencia, deberán comunicarlo a los solicitantes, orientándolos a dirigir su 

solicitud de acceso al o los Sujeto Obligados competentes, o de ser inexistente, por no encontrarse en 

los archivos de los Sujetos Obligados,  actuarán atendiendo a lo previsto en los artículos 138 y 139 de la 

Ley General de la Materia, remitiendo dicha declaración de inexistencia al Comité de Transparencia 

respectivo, para efectos que éste garantice que se efectuó una búsqueda exhaustiva de la información, y 

determine la imposibilidad de su generación, exponiendo de manera fundada y motivada, las razones por 

las cuales no se ejercieron dichas facultades, competencia o funciones. 

 

En conclusión, los Sujetos Obligados únicamente en los casos en que los detalles proporcionados 
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en las solicitudes de acceso para localizar los documentos que se peticionan resulten ser insuficientes, 

incompletos o erróneos, procederán a tener por no presentadas dichas solicitudes, previo 

incumplimiento al requerimiento que le efectuare la autoridad a los solicitantes, a efectos que en el 

término de diez días, indiquen otros elementos o corrijan los datos proporcionados; una vez que los 

particulares hayan dado cumplimiento al requerimiento realizado, los Sujetos Obligados procederán a 

atender las solicitudes, es decir, en razón de sus facultades, competencias o funciones, a la entrega de 

la información peticionada, o bien, a la negativa o inexistencia de la misma, esto es, por contener 

información confidencial o reservada, por incompetencia o inexistencia, en término de lo establecido en 

los artículos 53 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán, y 

131, 136, 137, 138 y 139 de la Ley General de la Materia. 

 

En mérito de lo anterior, se desprende que no resulta ajustada a derecho la conducta del 

Sujeto Obligado, para desechar la solicitud de acceso registrada con el número de folio 

310568623000629, y por ende, no darle el debido trámite a la solicitud de acceso que nos atañe; lo 

anterior, toda vez que, hizo una interpretación inadecuada respecto a los alcances de la solicitud 

realizada por la parte peticionaria, pues la autoridad responsable, manifestó que, dentro de los requisitos 

que deben contener las solicitudes de acceso a la información, debe estar contenida la descripción de la 

información solicitada, por lo que a su razonamiento indicó que en este caso, el recurrente simplemente 

realizó una consulta respecto a alguna denuncia o carpeta de investigación, considerando entonces que 

no se cumplió los supuestos que enmarca la Ley, al no contarse con la descripción de la información 

solicitada; por lo cual, no dió el trámite respectivo a la solicitud de acceso y procedió a desecharla; lo 

cierto es, que del análisis de la información peticionada, se vislumbra que la intención del recurrente es 

obtener en formato digital, 1. Todas las denuncias que se encuentren en contra de la personas 

señaladas en la solicitud de acceso que nos atañe, y  2. los números de expediente de esas denuncias 

en caso de que existan, en el periodo comprendido de 2010 a 2023; asimismo, el solicitante manifestó: 

“no requerir el expediente completo para no afectar el debido proceso pues su intención es solo conocer 

si existen o no”; por lo que, aún en el supuesto que el hoy inconforme hubiese efectuado una consulta, la 

recurrida no debió de manera automática proceder al desechamiento de la solicitud, pues primeramente 

debió cerciorarse si es de aquéllas que son susceptibles de trasladarse a un documento, dándole el 

trámite respectivo, y en su caso, ordenar su entrega. Sustentan lo anterior, el Criterio 16/17, cuyo rubro 

es “Expresión documental”, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 

y Protección de Datos Personales, en materia de acceso a la información establece que en los casos 

que, en las solicitudes de acceso a la información presentadas por los particulares, no se pudiere 

identificar de forma precisa la documentación que pudiera contener la información de su interés, 

o bien, constituya una consulta, pero la respuesta pudiera obrar en algún documento en poder de 

los Sujetos Obligados, éstos deberán dar a dichas solicitudes una interpretación que les otorgue 

una expresión documental, y así garantizar el acceso a la información, pues la Ley no es limitativa en 

el ejercicio del derecho, ya que el fin máximo es garantizar el acceso de toda persona a la información en 

posesión de cualquier autoridad que reciba y ejerza recursos públicos, de manera oportuna y accesible, 

sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser legítimas, y estrictamente 
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necesarias; así también, sírvase de apoyo el Criterio marcado con el número 15/2012, emitido por la 

entonces Secretaria Ejecutiva de éste Instituto, el cual es compartido y validado por el Pleno, cuyo rubro 

es del tenor literal siguiente: “CONSULTAS EFECTUADAS A LA AUTORIDAD, CUYAS RESPUESTAS 

PUEDAN TRASLADARSE A UN DOCUMENTO. CONSTITUYEN MATERIA DE ACCESO A LA 

INFORMACIÓN”, como en la especie aconteció; por lo tanto, no resulta procedente la conducta del 

Sujeto Obligado. 

 

En ese sentido, y en atención a la información que se peticiona, deberá requerir al área o áreas 

competentes, en cumplimiento con los dispuesto en el artículo 131 de la Ley General de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública; y siendo que, del análisis a la información que se peticiona, esta 

pudiera ser clasificada, pues se encuentra relacionado a personas que pudieran formar parte de un 

procedimiento penal; por lo que, al haberse proporcionado el nombre de las personas de quien se pide la 

información en el escrito de solicitud, de otorgarse la información solicitada se vulnera su derecho al 

debido proceso, y pondría en riesgo la conducción de los expedientes, ya que sólo las partes de una 

carpeta de investigación quienes tendrán acceso a ella; máxime, que la autoridad responsable con 

motivo de la información peticionada, precisó lo siguiente: “…que en el caso de que un ciudadano sea 

parte en una carpeta de investigación, será debidamente notificado por la autoridad investigadora, para 

que comparezca ante el ministerio público; lo anterior es así, toda vez que existe un procedimiento 

establecido por las normas jurídicas a las que se sujeta la institución del  Ministerio Público por medio del 

cual la parte actora o la parte denunciada pueden acceder a la carpetas de investigación, una vez que se 

les haya reconocido tal calidad dentro del expediente, razón por la cual no se violenta su derecho de 

acceso a la información, esto de conformidad con los artículos 109 fracción XXII, 215, 218, 219 y 224 del 

Código Nacional de Procedimientos Penales, donde se establecen los supuestos antes mencionados.”; 

en consecuencia, el área que resulte competente deberá proceder a fundar y motivar adecuadamente la 

clasificación de la información, cumpliendo con el procedimiento previsto en el ordinal 137 de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, tomando en consideración lo establecido 

en el Criterio 04/2018, emitido por el Inaip, estableciendo el plazo de reserva, esto es, por un término de 

cinco años, o bien, cuando se extinga las causas que dieron origen a su clasificación. 

 

 Por lo expuesto, se determina que el acto que se reclama sí causó agravio a la parte 

recurrente, causándole incertidumbre acerca de la información que pretende obtener. 

 

Sentido: Se Revoca la conducta de la Fiscalía General del Estado, y se le instruye para que, a través de 

la Unidad de Transparencia: I. Realice las gestiones conducentes atendiendo a lo dispuesto en el 

artículo 131 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, esto es, requiera al 

área o áreas competentes para efectos que den respuesta procediendo a la clasificación de la 

información peticionada, fundando y motivando adecuadamente la misma, y la remita al Comité de 

Transparencia, a fin que este emita la determinación que confirme la misma, cumpliendo con lo 

dispuesto en el ordinal 137 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

tomando en consideración lo establecido en el Criterio 04/2018, emitido por el Inaip; II. Ponga a 
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disposición del particular la respuesta recaída a la solicitud de acceso con folio 310568623000629, y las 

actuaciones realizadas por parte del Comité de Transparencia; III. Notifique al ciudadano la respuesta 

recaída a la solicitud de acceso que nos ocupa, en cumplimiento al numeral que precede, conforme a 

derecho corresponda, atendiendo a lo previsto en el artículo 125 de la Ley General en cita, y IV. Informe 

al Pleno de este Instituto y remita las constancias que acrediten las gestiones respectivas para dar 

cumplimiento a la presente determinación. 

 

Plazo para cumplir e informar lo ordenado: diez días hábiles contados a partir de la notificación de la 

resolución que nos ocupa. 

 

SESIÓN: 18/ENERO/2023 
ARAC/MACF/HNM 

 

 

 

 


